






























































En la teoría política se tiende a vincular los procesos de descentralización con un 
incremento de democracia y esto último con un mayor desarrollo; un desarrollo que 
involucre las libertades políticas, es decir la capacidad y la posibilidad de elegir y 
desplegar una acción política libre (PNUD 2006). 
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La evaluación de los niveles de democra-
cia en las diferentes áreas del Perú debe 
basarse sobre el conocimiento directo y 
profundo de la práctica de los ciudada-
nos. Limitarse al estudio de las leyes y 
de las políticas producidas y decididas 
por el gobierno central, y consecuen-
temente por los gobiernos regionales, 
quedarse en un estudio “teórico” de las 
normas políticas que deberían producir 
el desarrollo a través de la descentrali-
zación, no permite destacar la diferencia 
entre la norma y la acción, no permite 
evaluar la real situación del contexto 
analizado. 
De hecho, cuando las libertades políti-
cas se ejercen en contextos de desigual-
dad social es muy posible que la acción 
política haga solo que se reproduzca esa 
misma desigualdad (PNUD 2006). Los 
procesos de desarrollo político y social 
deben estar asociados a finalidades es-
pecíficas que deben ser claras y compar-
tidas por los ciudadanos (Drydyk 2005). 
Drydryk habla de input side, es decir la 
posibilidad de acceso a los instrumentos 
democráticos y otput side, o sea las ac-
ciones que los ciudadanos llevan a cabo 
mediante aquellos instrumentos demo-
cráticos.
Para analizar los efectos y la eficacia de 
los instrumentos de la democracia, en 
nuestro caso para ver si los instrumentos 
de la descentralización pueden ser ins-
trumentos de una mayor participación 
política, lo que nos parece fundamental 
es el análisis del contexto socio-cultural 
a través de un enfoque antropológico y 
etnográfico. Se trata de comprender si 
nos encontramos ante una “participación 
interactiva” (Alkire 2000) es decir una 
participación política construida sobre 
un análisis compartido por los ciudada-
nos que lleve a acciones participadas y 
al fortalecimiento de las decisiones po-
líticas.
No es suficiente que tales procesos pre-
tendan ser democráticos solamente en 
base a la norma. Por esta razón el análi-
sis del contexto socio-cultural es crucial 
para comprender de qué forma la liber-
tad política, y en nuestro caso los instru-
mentos de la descentralización, pueden 
ser medios para el desarrollo. 
La metodología etnográfica y el análisis 
antropológico, desarrollados mediante 
un extenso trabajo de campo de un con-
texto especifico en áreas relativamente 
definidas y limitadas, la comprensión de 
un proceso histórico no solo construido 
por hechos y datos sino también por for-
mas de pensar, de articular y de construir 
el espacio político y común en el tiempo, 
permite el conocimiento de la realidad 
que muchas veces es muy distinta y le-
jana a la norma. La recolección de datos 
mediante una observación participante, 
y entrevistas informales permite acla-
rar prácticas y describir realidades no 
sólo culturales y sociales sino también 
políticas que muy a menudo no reflejan 
la norma establecida. Las leyes que un 
gobierno intenta implementar para pro-
ducir un resultado no siempre en la prác-
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tica de los ciudadanos y de los gobiernos 
locales resultan seguir las previsiones. 
Lo que estamos proponiendo es un aná-
lisis de la realidad peruana, del proce-
so político de descentralización, de los 
cambios políticos que se están desarro-
llando desde hace pocos años, partiendo 
desde un punto de vista micro, es decir 
subiendo desde abajo, desde la práctica 
social para construir una visión macro. 
Lo que queremos evidenciar en esta con-
tribución son los cambios reales que una 
política de descentralización, promovi-
da a través de la recepción de grandes 
financiamientos a las municipalidades 
y regiones “afectadas” por proyectos 
mineros, pueda estimular e impulsar 
en realidades rurales como las comuni-
dades campesinas de la sierra peruana. 
Cambios que involucran no sólo la par-
ticipación política sino también la esfera 
socio-cultural y económica. Igualmente 
se propone presentar un ejemplo de ges-
tión que los gobiernos locales hacen de 
la norma jurídica así como evidenciar el 
nivel de conocimiento que de ésa tienen 
los ciudadanos y las autoridades rurales. 
Nuestro acercamiento al estudio de la 
descentralización empieza en una pro-
vincia de la sierra del Departamento de 
Ancash, Perú, la provincia de Huari, y 
considera, además de la cabecera pro-
vincial (Huari), dos comunidades cam-
pesinas que se relacionan cultural, social 
y políticamente con Huari. San Bartolo-
mé de Acopalca y San Juan de Yacya, 
son comunidades campesinas reconoci-
das ante las leyes peruanas y mantienen 
el título de la tierra desde el siglo XVII. 
Huari es la cabecera de la Municipali-
dad Provincial que lleva su nombre, 
comprendiendo dieciséis distritos. En 
la provincia de Huari viven 62.000 per-
sonas, en un rango de altitud que varía 
entre 2.150 m.s.n.m. y 6.370 m.s.n.m. 
En el distrito de Huari, en la homónima 
provincia, viven alrededor de 9.700 per-
sonas de las cuales 4.827 en área urba-
na y 4.900 en área rural2. San Juan de 
Yacya es una comunidad campesina, ac-
tualmente centro poblado Mayor, donde 
viven aproximadamente 1000 habitan-
tes, tomando en cuenta los tres caseríos 
que entran en su jurisdicción; Puyuuq, 
Pomachaca, Ichuqpun. San Juan de Ya-
cya se encuentra al sur de Huari y sus 
tierras comprenden diferentes áreas 
climáticas y ecológicas3, ubicándose la 
propiedad comunal entre las laderas de 
la Cordillera Blanca y la quebrada por 
donde corre el río Huari. San Bartolomé 
2. Los datos proceden del censo que el INE (Instituto Nacional de Estadística) ha efectuado en 2007. Las divisiones políticas del territorio peruano se 
dividen en regiones, provincias, distritos, municipalidades provinciales, municipalidades distritales, centros poblados (caseríos de área rural) y anexos 
(o centros poblados menores, pequeños caseríos de área rural). Huari es una Municipalidad Provincial que abarca en su territorio 16 municipalidades 
distritales, muchos centros poblados y caseríos. En las divisiones del censo nacional, del Instituto Nacional de Estadística, Huari, en cuanto ciudad, se 
considera como área urbana, los centros poblados mayores y los anexos se consideran como área rural.
3. El área andina se subdivide en regiones naturales en base a la altitud sobre el nivel del mar: la Yunga Fluvial (2150-2300 m.s.n.m.), el área llamada 
Quechua (2300-3500 m.s.n.m.), la Suni-Jalca (3500-4000 m.s.n.m.), la Puna (4000-4500 m.s.n.m.) y la región Janca (4500-6370 m.s.n.m.). Esto origina 
diferentes formaciones naturales, climas y microclimas diversos, que permiten una explotación agrícola muy variegada (Murra 1972, 2002). En esta 
área se puede hablar de ‘microverticalidad’, es decir la posibilidad de alcanzar diferentes áreas climáticas que producen distintos tipos de productos 
en pocas horas de camino; estas son las regiones en dónde, como ya sostenía Fonseca (1973), es posible todavía individuar un “control vertical” 
perceptible, colocando el área de vivienda en el medio de dos o más pisos ecológicos fácilmente alcanzables. Se trata de una dimensión diferente 
con respecto a lo que presenta Murra (1972) sobre la verticalidad y los grandes desplazamientos de grupos humanos para la explotación de áreas 
ecológicas distintas, aplicable en otras zonas del país (Venturoli 2009).
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de Acopalca es también una comunidad 
campesina oficialmente reconocida an-
tes de la Reforma Agraria, donde viven 
aproximadamente 600 habitantes y re-
cientemente ha sido elevada también a 
rango de centro poblado mayor. Las dos 
son comunidades que viven de agricul-
tura de subsistencia y dependen de la 
cabecera provincial para un pequeño co-
mercio del excedente, para un ocasional 
préstamo de mano de obra en cambio de 
dinero, así como para conseguir bienes 
de consumo. 
En el distrito de San Marcos, que se 
encuentra en la Provincia de Huari, se 
desarrolla uno de los grandes proyectos 
mineros que explotan las riquezas del 
suelo peruano. Esta explotación no ha 
producido grandes beneficios para las 
comunidades locales hasta cuando par-
te del impuesto del canon minero em-
pezó a ser distribuido a los gobiernos 
regionales que deben gastarla mediante 
proyectos de infraestructuras y de de-
sarrollo. Esta compañía, que explota un 
yacimiento poli-metálico, sobretodo de 
cobre y zinc, se llama Antamina, y cons-
tituye un proyecto extractivo iniciado 
en 1996, sobre una mina muy conocida 
pero casi nunca explotada anteriormen-
te. Actualmente Antamina es una de las 
compañías más grandes en tratamiento 
de minerales poli-metálicos a nivel mun-
dial. Cuenta con un reducto de 302 kiló-
metros que va desde la quebrada Anta-
mina, donde se procede a la explotación 
y a la elaboración del producto, hasta el 
Mapa político de la provincia de Huari
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puerto de Punta Lobitos, Huarmey (Ven-
turoli 2010). El canon minero equivale 
al 50% del total de ingresos y rentas ob-
tenidos por el Estado peruano en la ac-
tividad minera, por el aprovechamiento 
de los recursos minerales, metálicos y 
no metálicos. En base a las nuevas le-
yes de Descentralización llevadas a cabo 
por el ultimo gobierno de Alan García, 
el Departamento de Ancash ha pasado 
de recibir S/. 19 millones por transfe-
rencias de canon minero4 en el año 2002 
a recibir S/. 1.319 millones el 2008, lo 
que suma un total de S/. 3.475 millones 
(970.300 €) en los últimos siete años 
(CAD, 2008). “El año 2008, el Depar-
tamento de Ancash, esto es el Gobierno 
Regional del Departamento de Ancash 
y los Gobiernos Locales recibieron S/. 
1.319 millones de canon minero. De este 
total, S/. 330 millones se asignaron al 
Gobierno Regional de Ancash y S/. 899 
millones a los Gobiernos Locales. Del 
monto asignado al Gobierno Regional, 
S/. 66 corresponden a las dos Univer-
sidades Públicas del Departamento de 
Ancash: Universidad Nacional de Santa 
(S/. 33 millones) y la Universidad San-
tiago Antúnez de Mayolo (S/. 33 millo-
nes)” (CAD, 2008: 4).
4. El canon está previsto en el artículo 77° de la Constitución Política. Lo regulan la Ley del Canon (N° 27506) – promulgada en julio del 2001 – y sus 
modificatorias. Además, su Reglamento, aprobado vía Decreto Supremo N° 005-2002-EF en enero del 2002, y sus modificatorias.
Los montos correspondientes al Gobierno Regional incluyen el 20% de las transferencias de canon minero que a partir del año 2004 éste debe otorgar a 
las Universidades Públicas del Departamento de Ancash, de acuerdo con la Ley 28077 y el Decreto Supremo 029-2004-EF. Fuente: MEF, Proyecto de Ley de 








































Estos montos deben ser utilizados, por 
ley, a través de proyectos manejados por 
las autoridades municipales. La posibili-
dad de manejar los montos procedentes 
del canon minero, a nivel de gobiernos 
regionales, provinciales y distritales, ha 
procurado un florecer de candidatos, al 
sillón regional, provincial y distrital, que 
probablemente no se presentan “por amor 
a su pueblo” (Clorinda, Huari 2006). En 
2006 después de las elecciones adminis-
trativas, las grandes obras mostraron su 
cara en el distrito de Huari5. 
El dinero del canon empezó a ser in-
vertido en obras de infraestructura que 
comprendían escuelas, plazas en los 
centros poblados, miradores, locales co-
munales, mercados, hasta iglesias! Junto 
con esta infraestructura se emprendieron 
5. En 2006, durante las elecciones regionales, la presencia de Antamina en la provincia de Huari ha cambiado totalmente el acercamiento a la política. 
Todo esto ha sido probablemente origen de problemas, fraudes electorales y violencias que se han manifestado durante el día de las elecciones y en 
toda la semana siguiente, que no han permitido un normal desarrollo de las actividades electorales.
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también proyectos de “desarrollo”, o pro-
yectos productivos como se los llaman en 
Huari. 
La cantidad de dinero en las cajas mu-
nicipales y la posibilidad de financiar 
proyectos de distintos tipos hizo que 
en poco tiempo la economía urbana, así 
como la economía de las comunidades 
y centros poblados del distrito, cambiara 
de forma bastante veloz. En un contex-















???? ???? ???? ???? ???? ???? ???? ???
Categorías 2006 2007 2008 
Estructuras escolásticas 9 34 18
Locales comunales, plazas 5 37 30
Infraestructuras sanitarias 1 8 9
Estructuras deportivas 16 10 5
Infraestructuras urbanas 17 26 23
Infraestructuras hídricas 21 46 20
Total 81 243 1566
6. Los datos han sido recogidos por la estudiante Silvia Romio, véase Romio 2009.
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nicipalidad provincial “va adquiriendo 
mayor importancia mientras que las co-
munidades campesinas van perdiendo 
terreno” (Salas Carreño 2004: pág. 385). 
Huari, que siempre ha tenido un papel 
importante en la articulación socio-eco-
nómica de la zona, hoy está cambiando 
su cara y con esta las de sus habitantes. 
Igualmente la organización socio-econó-
mica de las comunidades campesinas en 
los alrededores de la capital provincial 
parece estar promoviendo un proceso de 
cambios internos y externos muy depen-
dientes de los cambios procurados por la 
llegada del canon minero.
Antes de entrar a profundizar la temáti-
ca de los cambios, nos parece necesario 
acercarnos a la institución de la comuni-
dad campesina y a sus reglas internas. 
La Comunidad Campesina7
En las comunidades campesinas recono-
cidas por las leyes peruanas los recursos 
son de propiedad comunal y el acceso 
a estos se determina en base a normas 
establecidas por el estatuto de la comu-
nidad. 
“una comunidad donde de la pro-
piedad no existe el dueño absolu-
to es la comunidad pero dentro de 
esa los que forman la comunidad 
son los miembros y los miembros 
tienen sus parcelas que son pose-
sionaros de una cierta cantidad de 
tierra, ahora por decir si uno se va 
a Lima y después de veinte años 
vuelve y quiere recuperar terrenos 
entonces no puede, porque no ha 
ejercido las funciones de los es-
tatutos de la comunidad; cuando 
abandonas por mucho tiempo, se 
pierde, hay un limite hasta tres 
años que se pude quedar impro-
ductiva, de allí pierdes ser here-
dero dentro de la comunidad, y la 
tierra queda en poder de la comu-
nidad, y de nuevo el presidente 
dispone de ésa” (Gaspar, Acopal-
ca 2004). 
Todo lo que se relaciona con la tierra 
está bajo la administración de la Junta 
Directiva de la comunidad (o Consejo 
de la Comunidad). La junta, formada 
por nueve miembros, es un órgano que 
se ocupa, entre otras funciones, de todo 
lo que concierne con la tierra: divisio-
nes, gestión de los cultivos, pleitos entre 
comuneros y colindantes u otras comu-
nidades. 
El presidente y los miembros de la junta 
directiva se eligen por votación secreta de 
todos los comuneros activos que hayan 
superado los dieciocho años. El consejo 
convoca la Asamblea general – autori-
dad máxima de la comunidad campesina 
– una reunión de todos los “comuneros 
activos” cuando es necesario decidir so-
bre actividades económicas y comercia-
les que involucran las propiedades de la 
7. Sobre la definición y la historia jurídica de Comunidad Campesina en Perú véase, como último resumen, Castillo- Diez-Buneo- Urrutia - del Valle 2007.
77“Este conocimiento nadie nos lo va a quitar, ...”
comunidad: por ejemplo vender leña de 
los bosques comunales para financiar la 
construcción de carreteras.
“Cuando hay cualquier urgencia o 
algún problema de la comunidad 
nos convocamos nos avisamos, 
‘va a ver sesión’, los agentes del 
consejo, entonces nos reunimos 
hacemos acuerdo, como vamos 
hacer esto si no se puede solucio-
nar formamos una asamblea con 
toda la comunidad, el dirigente di-
rige pues, la junta directiva. Para 
solucionar problemas comunal, 
problemas de terrenos con otras 
personas que viven en otra comu-
nidad, que no deben entrar. Otros 
problemas aquí vienen de la pis-
cigranja, de la cual una parte del 
dinero sirve para la comunidad, lo 
invierten en proyectos para toda la 
comunidad, carreteras, electrifica-
ción, cuando sirve algo. También 
hay problemas sociales que sur-
gen dentro de la comunidad, pero 
son problemas mayormente para 
cuestiones de terrenos” (Gaspar, 
Acopalca 2004). 
Si el consejo se ocupa de cuestiones vin-
culadas a la economía de la comunidad 
en general, existen otras autoridades 
que se ocupan de diferentes asuntos, en 
particular que se relacionan con el ciclo 
agrícola y ritual. En Acopalca y en Yac-
ya son dos, el Teniente Gobernador y el 
Alcalde de Centro Poblado. Ser Teniente 
Gobernador o Alcalde de Centro Pobla-
do significa “cumplir bastantes funcio-
nes”. Son primariamente ocupaciones 
‘rituales’ que tienen origen en la organi-
zación local y en lo que eran los cargos 
instituidos por los españoles en época 
colonial (Pérez Galán 2001). 
“el primer del año se recibe, le 
entregan al bastón, al poncho al 
sombrero, y eso sería: empiezan 
ellos a hacer cargo, allí también 
mandan a llevar chicha, comida. 
Después en Navidad mandan ha-
cer chicha y preparan comida para 
los pastorcito que van a Huari y 
cuando se reciben. Después ya se 
preparan para carnaval, carnaval 
obligatorio tienen que hacer su 
yunta, un árbol lo plantan y lo 
adornan con todo tipo de flores, 
fruta y gastan mucho en comida, 
música, de todo. Después entre 
mayo y junio en fiesta de la san-
tísima trinidad, allí tienen que 
hacer sus bailes que sea ianqui, 
yauyo, ya sea huanca, cualquier 
danza pero si yo soy teniente yo 
tengo que hacer, con mi propio 
gasto. Así también el agente mu-
nicipal, todos juntos cumplen, 
pero más al teniente gobernador 
le dan este privilegio de la entrega 
de la tabalada. Después los agen-
tes y los tenientes deben reunir la 
gente cuando el consejo manda, 
el presidente ordena al teniente 
y al agente y ellos tienen obliga-
ción de ir de casa en casa a avisar” 
(Marcelina, Acopalca 2005). 
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Sin embargo, a nivel jurídico, estas dos 
autoridades reflejan un tipo de potestad 
vinculada, en el caso del Teniente Go-
bernador, al gobierno central: “las capi-
tales de departamento tendrán prefectos, 
las capitales de provincia subprefectos, 
las de distrito gobernadores y los anexos 
de los distritos o caseríos teniente gober-
nador” (Damonte 2000: pág. 111) y, en 
el caso del Alcalde del Centro Poblado, 
vinculada al gobierno local, la munici-
palidad distrital o provincial. Ambos 
deberían ser electos por sus inmediatos 
superiores, sin embargo las cosas fun-
cionan diversamente: ambos son cargos 
obligatorios para los hombres adultos 
de la comunidad, a turno cada año dos 
hombres son investidos de estos títulos 
sin que la elección tenga reales vínculos 
con las autoridades superiores. 
“Sin hacer autoridad, nadie ha 
muerto” (Amancio, Acopalca 
2007).
El estatus de hombre adulto en Acopal-
ca y en Yacya se alcanza no con la edad 
sino con la formación de un núcleo fa-
miliar, un hombre y una mujer se con-
sideran maduros y se le confieren todos 
los derechos y las obligaciones cuando, 
teniendo pareja, construyen su casa y 
forman su familia. 
“Se signan para el cargo apenas 
que se comprometen, sea mayor 
de edad o menor eso no impor-
ta, los solteros no, no tienen esta 
obligación, auque sea de treinta 
años, cuarenta años, cuando es 
soltero no” (Marcelina, Acopalca 
2005). 
Las funciones de estas autoridades, res-
pecto al ciclo agrícola, consisten en la 
organización de las faenas comunales 
obligatorias: las faenas necesarias para 
el cultivo de las tierras comunales, la 
faena qeru plantay (plantar madera) 
para plantar árboles, las faenas de la 
siembra de cebada, cebada pampay; y 
la tarea para la preparación de los terre-
nos para la siembra muca chacuy8. El 
Teniente y el Alcalde son los que con-
trolan y dirigen todo el ciclo ritual. La 
vida cotidiana de las dos comunidades 
se desarrolla en base a la organización 
de las actividades públicas producida 
por las autoridades locales en un esque-
ma de reglas, obligaciones y derechos 
que todos los comuneros deben respetar, 
en el marco de un calendario basado en 
el ciclo agrícola, subrayado por eventos 
rituales y fiestas colectivas que marcan 
el tiempo a nivel individual y comunal. 
Estos mecanismos se producen en base 
a un concepto clave, el concepto de reci-
procidad. Si tomamos en consideración 
los análisis hechos por Murra (1972) y 
Alberti y Mayer (1974) vemos que la re-
ciprocidad se basa fundamentalmente en 
la organización del trabajo y es central 
8. Aparte hay también otras faenas que deben ser organizadas por estas autoridades que son trabajos no tan vinculados al calendario sino necesarios 
para la comunidad como el naniruy el arreglo de las calles, de la escuela, de la iglesia, etc.
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en la configuración del tipo de organiza-
ción económica y social: 
“la reciprocidad simétrica de las 
relaciones de producción y distri-
bución en el interior de la comu-
nidad, la importancia del sistema 
de parentesco para determinar la 
reciprocidad, la relación entre el 
control vertical de la ecología y 
los intercambios recíprocos y el 
aprovechamiento de los aspectos 
normativos de la reciprocidad 
para establecer sistemas de domi-
nación, constituyen los hilos que 
unen la sociedad andina” (Alberti 
y Mayer 1974: pág. 21). 
Estamos frente a un “ordenamiento de 
las relaciones entre los miembros de 
una sociedad, un sistema organizativo 
socioeconómico que regulaba las pres-
taciones de servicios a diversos niveles” 
(Rostworowski 1988: pág. 68). La reci-
procidad implica un intercambio entre 
dos partes, no necesariamente al mismo 
nivel social y de poder, un intercambio 
que se produce en el momento en que 
se contrae una obligación hacia alguien 
que nos ha hecho objeto de una “ayuda” 
o “generosidad”. Murra sostiene que en 
el mundo andino “la generosidad obliga, 
compromete alguien a la reciprocidad” 
(1975)9. 
En Acopalca y en Yacya la reciprocidad 
se presenta en dos niveles: a nivel de re-
laciones entre individuos y a nivel comu-
nal. Fonseca (1973: pág. 75) describe la 
primera como un “conjunto de relacio-
nes de reciprocidad de tipo balanceado 
y la segunda un conjunto de relaciones 
de redistribución”. Esta última se vincu-
la con las faenas que hemos mencionado 
antes. Además de los cargos religiosos 
que actualizan las redes de reciprocidad 
y redistribución entre parientes reales 
o espirituales, la reciprocidad comunal 
se expresa en las faenas agrícolas y de 
mantenimiento de la infraestructura del 
pueblo; trabajos colectivos a los cuales 
todos los representantes de cada familia 
de la comunidad deben participar10. La 
reciprocidad laboral a nivel individual 
involucra dos o más personas o familias 
y normalmente se desarrolla vinculada 
al trabajo agrícola. Se trata de un inter-
cambio de trabajo o de recursos entre in-
dividuos que necesitan respectivamente 
ayuda. Los intercambios contribuyen a 
reforzar vínculos entre los que ya son 
parte de una misma red ‘familiar’11. 
9. “Definimos la reciprocidad como el intercambio normativo y continuo de bienes y servicios entre personas conocidas entre sí, en el que entre una 
presentación y su devolución debe transcurrir un cierto tiempo, y el proceso de negociación de las partes, en lugar de ser un abierto regateo, es más 
bien encubierto por formas de comportamiento ceremonial. Las partes interactuantes pueden ser tantos individuos como instituciones” (Alberti y 
Mayer 1974: pág. 21).
10. Incluimos los trabajos colectivos en los intercambios de reciprocidad porque se trata de tareas que cada comunero emprende para recompensar una 
deuda contraída con la comunidad, así como un momento en que se desarrolla la redistribución del los bienes producidos por el trabajo colectivo.
11. Aunque no sea una regla, porque existen casos de intercambios fuera de esta red, es una costumbre bastante respetada.
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En el contexto de las comunidades ru-
rales los intercambios laborales son 
medios fundamentales para el funcio-
namiento de la economía y también de 
la organización social. Las diferentes 
formas de reciprocidad no sólo permiten 
a cada familia enfrentar situaciones di-
fíciles y desarrollar trabajos necesarios 
para su supervivencia, que de otra ma-
nera podrían ser inaccesibles; sino tam-
bién delinean, en la práctica cotidiana, 
las reglas del sistema social definiendo 
los confines de las clases de edad y de 
género. De hecho la participación en 
las faenas tradicionales, por ejemplo, 
está vinculada a algunas características 
precisas, como ser hombre y adulto. La 
petición del intercambio se establece en 
base al género según lo que se necesi-
ta. El mecanismo de la reciprocidad no 
se limita a regular los intercambios de 
trabajo y el mantenimiento de la econo-
mía, no engendra sólo una reproducción 
económica, sino también una reproduc-
ción social interna a la comunidad, que 
se ‘nutre’ de las dinámicas recíprocas las 
cuales refuerzan y renuevan los vínculos 
de la red del parentesco extenso. 
Cambios socioeconómicos
Las comunidades de Yacya y Acopalca, 
aunque de manera distinta, están desde 
siglos muy vinculadas a Huari, por razo-
nes históricas y culturales así como por 
razones socio-económicas. El gran cam-
bio que se está experimentando en Hua-
ri por la llegada del canon minero está 
involucrando de manera cada vez más 
fuerte a las comunidades campesinas. La 
presencia de “obras” así como la posibi-
lidad de financiar proyectos de “desarro-
llo” ha llevado a Huari una cantidad de 
diferentes actores sociales y económicos 
que antes nunca se habían presentado en 
la capital. Estamos hablando de ONGs, 
nacionales e internacionales, sucursales 
de bancos, oficinas de instituciones pú-
blicas y privadas descentralizadas, etc. 
Además muchas personas de otros lu-
gares están llegando a Huari desde los 
departamentos cercanos, desde Lima y 
desde la costa. Muchos huarinos que ha-
bían migrado en busca de trabajo están 
regresando a Huari pues ahora hay más 
posibilidades en Huari que en otros lu-
gares del país: hay trabajos de mano de 
obras en las construcciones de infraes-
tructura, se han generado nuevos pues-
tos laborales para profesionales en las 
oficinas de la municipalidad, así como 
en las nuevas sucursales de empresas o 
instituciones y ONGs. Este contexto de 
cambio en la capital distrital ha intensi-
ficado también el movimiento desde las 
comunidades hacia Huari, migraciones 
temporales, desplazamientos diarios en 
horarios de trabajo, así como de jóvenes 
que desde los centros poblados menores 
buscan una mejor educación en las es-
cuelas de Huari. 
El poder económico, político y también 
simbólico desplegado por la Municipali-
dad de Huari, va aumentando en la me-
dida en que aumentan los montos por ca-
non minero y se incrementan los proyec-
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embargo, desde épocas coloniales Huari 
representa el centro de poder y el esca-
lón más alto en las jerarquías locales, no 
sólo en base a razones socio-económicas 
y políticas12, sino también por cuestio-
nes que tienen que ver con la historia y 
la memoria oral del área que define una 
jerarquía de representaciones y auto-
representaciones que los comuneros y 
los ciudadanos de Huari actualizan para 
relacionarse entre ellos. Esta jerarquía 
se define en base a categorías “étnicas” 
aunque no sean reales sino imaginadas 
y construidas contextualmente según la 
situación contingente (Venturoli 2009). 
Tradicionalmente, las relaciones entre 
las dos comunidades de Yacya y Acopal-
ca con Huari se han siempre mantenido 
en un nivel casi antagónico -aunque con 
grandes diferencias entre las dos comu-
nidades (Venturoli 2007)- en un espacio 
en que se expresan tensiones reales y 
otras cimentadas en prejuicios. Sin em-
bargo, hoy día los lazos entre las dos 
realidades – pueblo y comunidades – se 
presentan en un proceso de cambio que 
parece estar llegando a una articulación 
de fusión entre Huari y las comunidades. 
El amalgama entre Huari y las comuni-
dades se produce mediante dos elemen-
tos evidentes: por un lado viene suce-
diendo un fuerte crecimiento urbano de 
Huari, ya sea a nivel espacial con nuevas 
construcciones que están formando nue-
vos barrios (desde los 7 de cinco años 
atrás a los 9 de ahora) que acercan el 
pueblo a los territorios de las comuni-
dades; ya sea a nivel de implementación 
del pueblo con estructuras y servicios 
como hospital, oficinas institucionales, 
sucursales de los bancos, restaurantes, 
cabinas de Internet, etc. que atraen gente 
desde afuera de Huari. Por otro lado los 
desplazamientos temporales y las mi-
graciones de los comuneros hacia Huari, 
aumentados gracias a las posibilidades 
de trabajo, han producido un incremen-
to de los vínculos entre los comuneros y 
los huarinos, vínculos no solo a nivel la-
boral sino también a nivel de parentesco 
real y espiritual, y de participación en un 
espacio público compartido. Esto no sig-
nifica que las diferencias y las jerarquías 
que delinean la sociedad de la provincia 
de Huari se hayan borrado, sino que se 
está desarrollando un ensanchamiento 
de los ámbitos compartidos y de relacio-
nes entre los huarinos y los comuneros 
que se están apoderando de los espacios 
que antes eran exclusivos de los pobla-
dores de la cabecera. 
La mayor participación de los comune-
ros en la vida “ciudadana” implica un 
cambio evidente no solo en Huari, sino 
también dentro de las mismas comuni-
dades. 
“Ahora tenemos un problema so-
cial mayor... Quienes trabajan en 
las obras por la municipalidad, 
ganan 30 soles al día… Es un 
12. “El pueblo como capital distrital o provincial sede del gobierno municipal es por definición un locus de poder, un punto de confluencia en el que 
dominados» y dominantes «hacia arriba» coinciden” (Diez 2007: 130).
Sofia Venturoli82
cambio mas violento! Ahora na-
die quiere trabajar en el campo, y 
todo quiere trabajar en las obras… 
Ahora la gente quiere 1200 so-
les por la cosecha… La gente ha 
cambiado! Y tiene que regresar. 
En las dos cosas: en el campo y 
en aquello que puede ganar en el 
mercado” (Huarino 2008).
Aunque en medida diferente entre las 
dos comunidades, el empeño de los 
hombres en las obras financiadas por la 
municipalidad, o en otros tipos de tra-
bajos engendrados por los recursos del 
canon minero, está produciendo un fuer-
te abandono de las chacras por parte de 
los comuneros, así como un cambio im-
portante en la relacion entre el comune-
ro y la tierra. La tierra desde siempre es 
la razón de existir de la comunidad y el 
elemento clave sobre el que se construye 
la identidad socio-cultural de la comuni-
dad, además de su constitución legal. De 
hecho la propiedad comunal de la tierra 
y su explotación, a través de los modos 
de la reciprocidad, representa uno de los 
fundamentos básicos de la naturaleza de 
la comunidad, tanto que en los estatutos 
de Yacya y Acopalca el abandono de la 
tierra por más de cinco años consecuti-
vos comporta la pérdida del estatus de 
comunero activo y de todos los dere-
chos dentro de la comunidad13 (Venturo-
li 2007). La tendencia es abandonar la 
agricultura, que siempre ha sido el re-
curso principal para los comuneros, a fa-
vor de otros tipos de trabajo remunerado 
y ocuparse de la chacra solo en los días 
de descanso del otro trabajo (como el fin 
de semana). Una tendencia que ha em-
pezado con el abandono de las chacras 
más lejanas a las viviendas y que llega 
en algunos casos al mantenimiento de 
solo algunas parcelas más productivas.
 
El hecho que la producción agrícola, 
con sus tiempos de trabajo y de espera, 
con su estaciones muy definidas y ca-
racterizadas en el curso del año -además 
subrayadas por el ciclo ritual de las fes-
tividades muy relacionadas con el ciclo 
agrícola- esté perdiendo importancia 
significa también que está dejando espa-
cio a un tiempo que se basa en los hora-
rios y los turnos del trabajo remunerado. 
El cambio del vínculo con la tierra, nos 
parece, está llevando a un cambio en la 
percepción del tiempo y en su represen-
tación. Si el trabajo remunerado se vuel-
ve desde un momento ocasional y espo-
rádico en algo fijo y seguro, y resulta ser 
la principal ocupación y preocupación 
del día, y la agricultura se relega a al-
gunos momentos limitados, la idea del 
tiempo basado en el ciclo agrícola muta 
para dejar espacio a una percepción más 
inmediata del tiempo. Lo que nos inte-
resa aquí es que con esta nueva percep-
ción del tiempo entra también una nueva 
concepción del trabajo y del dinero. El 
dinero y la economía de mercado están 
13. Igualmente la nueva pareja adquiere su independencia y sus derechos dentro la comunidad en el momento en que construye la casa y recibe sus 
chacras.
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entrando en las comunidades no sólo a 
través de los pocos momentos del mer-
cado del domingo en Huari, sino como 
instrumento fundamental de organiza-
ción de la economía y de la sociedad. 
Esto permite una mayor participación en 
la vida ciudadana pero una menor parti-
cipación a la vida comunal. Las normas 
internas basadas en la reciprocidad y en 
el trabajo mutuo -antes expuestas- que 
permiten la reproducción social y de los 
vínculos entre los comuneros permitien-
do la regular explotación de las chacras, 
van perdiendo importancia y empiezan 
a ser substituidas por trabajos remune-
rados. Ahora es muy difícil encontrar 
disponibilidad de los comuneros para 
las faenas o los trabajos recíprocos en 
la chacra sin contar con un presupuesto 
monetario. Igualmente el uso de peones 
pagados va substituyendo al intercam-
bio de minca y tumay, provocando así 
un parcial abandono de la reciprocidad 
individual. Esto significa que la llega-
da del canon y el manejo que la muni-
cipalidad provincial está haciendo de 
este, están produciendo cambios en las 
mismas normas internas que regulan la 
comunidad y la vida socio-económica 
dentro de esta. Cambio de los cuales los 
comuneros y las autoridades comunales 
parecen estarse percatando justamente 
en estos días. Una de las dos comuni-
dades, San Bartolomé de Acopalca, en 
diciembre 2008 llamó una asamblea ge-
neral para modificar su estatuto comunal 
porque los comuneros empiezan a darse 
cuenta de la separación entre la prácti-
ca y la regla, entre cómo va cambiando 
la realidad por un lado y la inmovilidad 
de las normas que pretenden reglamen-
tarla. El nuevo estatuto determina nue-
vas medidas para la explotación de las 
chacras y nuevas reglas para la defini-
ción de comunero activo (o calificado, 
como aparece en el nuevo documento), 
con el fin de permitir a los comuneros 
que se desplazan temporalmente a Hua-
ri la posibilidad de conciliar su trabajo 
remunerado con la tenencia de la tierra. 
De hecho el estatuto precedente define 
muy precisamente las obligaciones de 
un comunero para poder disfrutar de 
los recursos, no solo agrícolas, de la 
comunidad. El nuevo estatuto subraya 
nuevamente, sobreponiéndose al viejo, 
las obligaciones que se relacionan con 
la participación a las faenas colectivas, 
a las fiestas del ciclo ritual, así como 
a las asambleas generales, sin embargo 
elimina un elemento importante en las 
características del comunero califica-
do: la obligación de la residencia en la 
comunidad, así como elimina la regla 
precedente que definía el abandono de 
la chacra por mas de tres años causa 
primera de la perdida de la condición 
de comunero calificado. 
Cambios políticos
Alejandro Diez en su análisis sobre or-
ganización y poderes de las comunida-
des campesinas del Perú afirma que “con 
márgenes limitados, la comunidad puede 
ser un efectivo articulador “hacia aden-
tro” pero tiene serias dificultades para 
enlazar y conectar a las otras organiza-
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ciones “hacia fuera” (Diez 2007: pág. 
134). Efectivamente, en base a lo que 
acabamos de presentar, resulta evidente 
la capacidad de la comunidad de articu-
lar y manejar el cambio en las instancias 
internas, mediante también una revisión 
e innovación del estatuto que pueda 
adaptarse y sustentar una situación que 
se presenta muy diferente con respecto 
a solo cuatro años atrás. De manera di-
ferente se están manejando los cambios 
que la descentralización y sobretodo el 
canon minero están llevando en el ám-
bito político. Es cierto, como afirma 
Diez, que para la comunidad, como ins-
titución, le es más difícil gestionar las 
dinámicas de poder “hacia afuera”, en 
particular en relación con el poder de 
la municipalidad provincial, que como 
hemos visto ha ido aumentando por el 
manejo de los fondos del canon. Aunque 
el último proceso de descentralización 
en Perú, empezado en 2002, tendría que 
llevar a una mayor participación ciuda-
dana en las decisiones políticas y a una 
redistribución en la gestión del poder 
(PNUD 2006), después de seis años nos 
parece que las comunidades todavía no 
han logrado participar en el proceso de 
toma de decisiones, sobretodo en lo que 
concierne los fondos del canon minero. 
Esto resulta evidente si analizamos el 
manejo de la ley de Presupuesto Par-
ticipativo por parte de las autoridades 
comunales. 
La “Ley marco del presupuesto partici-
pativo Ley Nº 28056” de 2003, debería 
ser un “instrumento de política y a la vez 
de gestión, a través del cual las autori-
dades regionales y locales, así como las 
organizaciones de la población debida-
mente representadas, definen en conjun-
to, cómo y a qué se van a orientar los 
recursos, teniendo en cuenta los Objeti-
vos del Plan de Desarrollo Estratégico 
o Institucional, según corresponda, los 
cuáles están directamente vinculados a 
la visión y objetivos del Plan de Desa-
rrollo Concertado” (MEF14 - DNPP15). 
En el texto de la ley se lee: “la Ley tiene 
por finalidad recoger las aspiraciones y 
necesidades de la sociedad, para consi-
derarlas en los presupuestos y promover 
su ejecución a través de programas y 
proyectos prioritarios, de modo que les 
permita alcanzar los objetivos estraté-
gicos de desarrollo humano, integral y 
sostenible. Asimismo optimizar el uso 
de los recursos a través de un adecuado 
control social en las acciones públicas” 
(Ley Nº 28056: Artículo 3). Esta ley de 
intervención de la sociedad civil y de 
las autoridades de las comunidades y 
centros poblados en las directivas y de-
cisiones de las autoridades municipales 
y regionales nace antes que empezaran 
a llegar los ingentes fondos que sólo en 
2006 han empezado en llegar a Huari -
gracias al aumento de los precios del co-
bre, extracción principal de la Compañía 
14. Ministerio de Economía e Finanzas.
15. Dirección Nacional Presupuesto Participativo.
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Minera Antamina presente en la provincia 
de Huari. Sin embargo el aumento del 
presupuesto del canon minero es lo que 
ha provocado esos cambios socio-econó-
micos que acabamos de describir, y una 
situación de crecimiento de las desigual-
dades en el ámbito político que mayor-
mente se delinean en la gestión de la Ley 
de Presupuesto Participativo por parte de 
la municipalidad provincial y su recepción 
por parte de las autoridades comunales. 
En el caso de la ley del Presupuesto Par-
ticipativo se evidencia perfectamente 
una separación entre la norma y la prác-
tica. Si antes hemos evidenciado como 
una de estas comunidades está logrando 
la actualización de la norma para ajus-
tarse a las necesidades actuales porque 
el proceso es completamente interno a la 
comunidad; en este caso cuando habría 
que llevar a cabo un proceso opuesto 
pero aparentemente más fácil -adecuar 
la práctica a la norma- éste no se veri-
fica por el manejo que la municipalidad 
provincial hace de la ley. El Presupuesto 
Participativo manejado bien por la mu-
nicipalidad provincial llevaría a una ma-
yor autonomía de las comunidades y sus 
autoridades. 
“Si las autoridades consultaran 
con el pueblo, estaría mejor. Sin 
embargo no hay conciencia y no 
son verdaderamente líderes de-
mocráticos. Ahora con el Canon 
Minero hay plata, hay trabajo. Así 
es cierto que ahora hay trabajo, y 
cuando están construyendo cual-
quier persona que encuentran hay 
peón. Pero es momentáneo, es el 
presente. Tu trabajo es llevar ce-
mento para tu casa, pero es el pre-
sente” (señora de Huari, 2008).
 
El completo conocimiento de la ley por 
parte de los comuneros y sus autoridades 
permitiría a las comunidades decidir so-
bre el uso de los fondos del canon mine-
ro para la comunidad, elegir los proyec-
tos, priorizar las necesidades y gestionar 
de manera muy diferente las relaciones 
con el exterior. Lo que ocurre en la pro-
vincia de Huari es que la municipalidad 
provincial, donde hasta ahora se guar-
dan las informaciones, las competencias 
y los conocimientos para la gestión de 
los fondos del canon minero, no tiene 
ningún interés en trasmitir estas nocio-
nes a las autoridades comunales: “¡Ellos 
quieren hacer su propia idea!”. En cam-
bio pretenden evitar la fragmentación, 
es decir la descentralización, del poder 
que hasta antes de la ley de presupuesto 
participativo era exclusivo al municipio. 
Pues una ley muy “democrática” y muy 
“descentralizadora” como la del Presu-
puesto Participativo que, bien manejada, 
podría llevar a cabo un cambio impor-
tante en las dinámicas políticas en los 
contextos locales, así como a un desplie-
go mucho más elevado de las libertades 
políticas, se vuelve un instrumento de 
centralización de los poderes en las ma-
nos de la municipalidad provincial. 
“Esto es lo que están priorizando 
con el Presupuesto Participativo. 
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Deberían consultar el pueblo, 
¿No? Y esto es a lo que las au-
toridades se oponen, cuales es el 
proyecto, lo que verdaderamente 
sirve a la población. En esta épo-
ca ya estamos a construir infraes-
tructuras, y al final eso lo utilizan 
para comprar un material que no 
sirve...Y este Canon creo que va 
a durar otros diez años, y no tam-
bién” (comunero, Yacya 2008).
“Entonces tenemos aquí, en el Pre-
supuesto Participativo, en la ulti-
ma parte, voy empezar allí, se ha 
visto como uno puede mejorar su 
vivienda, sus chacras, sus corra-
lones para sus animales. Pero no 
se, yo me preguntaría, ¿Para estas 
cosas también hay este apoyo por 
parte del Canon Minero? Porque 
aquí personalmente yo veo que 
se tiende a englobar. Casi no está 
llegando para todos. Hablando en 
si, la regidora está hablando de la 
cocina mejorada no mas, ¿quienes 
están beneficiando? Unos no mas. 
Si se trata de apoyar, hay que lle-
gar a la mayoría. Me parece que 
todos necesitamos. Entonces por 
otra parte, aquí ya tenemos des-
agüe, pero todavía no tenemos lo 
que es domiciliarias. Yo quisiera 
pedir a ustedes: ¿Por qué no nos 
se dan esto apoyo? Para tener ya 
pues, y para usar...porque siem-
pre estamos saliendo al campo 
con nuestras necesidades y no 
podemos. Entonces, en este caso, 
yo estaba hablando antes con el 
alcalde del centro poblado: ¿por 
qué no debemos pedir?” (comu-
nero, Yacya 2008).
La campaña de información y capacita-
ción que la municipalidad debería llevar 
a cabo para permitir una participación 
concreta y más democrática de la gestión 
de los fondos del canon, en la práctica se 
desarrolla solamente como una suerte de 
condicionamiento y convencimiento de 
los pobladores a las decisiones tomadas 
en la municipalidad. De esta manera se 
reproduce en escala menor una forma de 
centralismo local donde quien maneja la 
información y las competencias maneja 
también el poder en base a su interés. La 
falta de intervención sobre el contexto 
de desigualdades sociales en que se de-
sarrolla la acción política, por parte de 
los actores fuertes, no permite la emer-
gencia de los actores menores a la esce-
na política así como debería ser en base 
a la norma. 
“Este conocimiento nadie nos lo 
va a quitar”
La frase que da el título a esta contri-
bución la pronunció una comunera de 
Acopalca hablando sobre el Presupuesto 
Participativo y sobre la manera en que 
la Municipalidad Provincial está utili-
zando el dinero del canon minero. Los 
comentarios sobre la actitud de la Muni-
cipalidad de construir “obras” son bas-
tante discordantes. Por un lado la idea de 
tener plazas, escuelas, locales comuna-
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les, etc. renovados es algo que algunos 
aprecian mucho; por otro otros comune-
ros preferirían que la plata del canon sea 
usada en “proyectos productivos” y para 
“capacitaciones”, para adquirir “conoci-
mientos que nadie puede quitar”. 
“El Canon terminará… y cuando 
se termine... toda la gente se irá 
pobre. Cuando el Canon termi-
ne, y el sueldo actual de veinte o 
treinta soles llegará a diez soles, y 
el costo de vida descenderá” (co-
munero, Acopalca 2008).
La cuestión sobre proyectos productivos 
que producen y proveen conocimien-
tos, también mediante capacitaciones 
organizadas, procede desde precedentes 
proyectos que algunas ONG han inten-
tado desarrollar en las comunidades de 
la zona ya desde varios años. Algunos 
comuneros que han participado en estos 
proyectos se consideran “capacitados” 
-así se usa el termino- porque se han 
dado cuenta que tener una plaza nueva 
no puede ser una solución a los proble-
mas económicos y sociales de la comu-
nidad. Estos comuneros se contraponen 
a los demás que están felices con el local 
comunal y la plaza nuevos. La falta de 
conocimientos y de capacidad de hacer 
escuchar la propia voz en el momento en 
que habría la posibilidad de hacerlo, a 
través del Presupuesto Participativo por 
ejemplo, produce conflictos entre comu-
neros y algunos comuneros y las autori-
dades, que muy a menudo se conforman 
en una cultura política muy jerárquica 
y vertical -que se relaciona con varios 
ámbitos que no son solamente aquellos 
políticos, como hemos visto preceden-
temente- en que la municipalidad pro-
vincial no solamente tiene un poder real 
sino también un poder simbólico que le 
permite manipular las decisiones en las 
comunidades. 
El discurso sobre “los conocimientos” 
resulta central para entender las proble-
máticas principales que se relacionan 
con el desarrollo de la acción política 
en las comunidades y la relación en-
tre ellas y la Municipalidad provincial. 
Quien tiene el poder es quien tiene los 
conocimientos de las normas jurídicas, 
y las capacidades para poner en prác-
tica la norma. La ley del Presupuesto 
Participativo nace como arma para 
disminuir el clientelismo de las elites 
política y fomentar una participación 
más amplia, sin embargo la situación 
en la acción práctica se transforma y 
esta ley se vuelve un instrumento más 
de poder en las manos de quienes ya 
tienen el poder. Manejando esta ley la 
Municipalidad está manejando el des-
conocimiento y la lejanía de los co-
muneros desde la información de las 
leyes. Este fenómeno está totalmente 
en contra del principio primario de la 
descentralización es decir generar me-
canismos que mejoren el sistema de-
mocrático desde la base, incorporan-
do las responsabilidades y las voces 
populares (PNUD 2006). En lugar de 
una descentralización se produce una 
fragmentación de los poderes en los 
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centros regionales y provinciales (que 
muy a menudo no coordinan ni dialogan 
entre ellos) que no produce una ciudada-
nía informada, capaz de manejar las nor-
mas legales que sea el empuje hacia el 
desarrollo. Sin embargo el contexto so-
cio-económico de grandes diferencias y 
desigualdades sociales, donde la noción 
de participación es algo muy lejano de 
la cultura política en todos los sectores 
sociales desde Huari hacia las comuni-
dades, una ley de este tipo no puede que 
asentarse sobre este tipo de terreno cla-
ramente poco fértil al desarrollo de las 
libertades políticas. Si bien los cambios 
sociopolíticos que se están ocasionando 
y que de alguna forma se están mane-
jando producen tomas de posiciones que 
podría ser una potencial herramienta 
para la adquisición de los conocimientos 
necesarios al ejercicio de los derechos 
políticos. 
89“Este conocimiento nadie nos lo va a quitar, ...”
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